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			Presentación

			Al volar el ave se remonta al cielo en busca de una visión totalizadora de su entorno. Los libros son prácticas de vuelo en los que vemos reflejada una determinada sociedad. Con el espíritu de mantener la visión integradora del país siempre actualizada, la Editorial Costa Rica pone a disposición de los lectores la Nueva Biblioteca Patria, continuación de la primera Biblioteca Patria, la cual, en el periodo 1975-1978 dio a luz veintiuna obras históricas y científicas originales de autores costarricenses o compilaciones de documentos sobresalientes de la historia nacional. La resolución de publicar la Nueva Biblioteca Patria fue tomada por el Consejo Directivo el 21 de mayo de 2012.

			De esta manera, el lector dispondrá del máximo de herramientas con las cuales preservar y divulgar los pilares de la cultura escrita en Costa Rica y con ella el reservorio identitario nacional que nos refleja como patria, territorio y pertenencia en el imaginario de las generaciones de viajeros y costarricenses venideras. Con ello la Editorial Costa Rica contribuye al enriquecimiento del patrimonio de intangibles del país.

		

	



	
		
			Prólogo

			Los caminos de la Campaña Nacional

			El propósito principal de este libro es ofrecer una visión actualizada de los estudios elaborados sobre la guerra de 1856-1857, emprendida por Costa Rica –con la colaboración posterior de los otros países centroamericanos– contra las fuerzas lideradas por el filibustero estadounidense William Walker, que dominaban Nicaragua. Además, la obra recupera los debates pasados y presentes referidos a algunas situaciones y figuras relacionadas con ese acontecimiento (en particular, los casos del soldado Juan Santamaría y del presidente Juan Rafael Mora), y considera cómo la llamada Campaña Nacional ha sido instrumentalizada en distintos períodos históricos para defender o impugnar iniciativas, intereses y reivindicaciones de muy diversa índole.

			*

			En 1998, Raúl Aguilar, director del Museo Histórico Cultural Juan Santamaría, me planteó la posibilidad de que colaborara en la preparación de una agenda ilustrada sobre la Campaña Nacional para conmemorar el vigésimo quinto aniversario de la fundación de esa institución. La invitación me pareció muy interesante porque hasta entonces mi interés por la década de 1850 había estado dominado por las políticas impulsadas por el gobierno de Juan Rafael Mora para desarrollar el capitalismo agrario; por los importantes cambios culturales ocurridos en ese decenio; y por el proceso mediante el cual la guerra de 1856-1857 se había convertido en la base de la construcción cultural de la identidad nacional costarricense. De hecho, unos años antes había editado, junto con el historiador canadiense Steven Palmer, un libro relacionado con estas dos últimas temáticas.[1]

			Acepté gustoso lo que me proponía Aguilar y, en los años siguientes, produje la agenda que se me solicitó más un calendario temático para el año 2000 con imágenes relacionadas con la Campaña Nacional y una síntesis de ese conflicto armado dirigida principalmente a estudiantes de la enseñanza preuniversitaria y al público en general.[2] En esa breve obra, consideré tanto la dimensión militar de tal confrontación, como los cambios económicos, políticos, sociales y culturales que Costa Rica experimentó en la década de 1850, y el proceso mediante el cual la recuperación de la lucha contra los filibusteros encabezados por William Walker permitió a los intelectuales y políticos liberales del decenio de 1880 liderar la invención –en el sentido de construcción cultural– de la nación costarricense. De esta manera, aunque la Campaña Nacional no dominó mis intereses de investigación, se convirtió en un tema de relevancia historiográfica para mí: una confluencia de caminos a la que, desde entonces, retorno con alguna frecuencia.

			Poco a poco, a medida que me familiarizaba con los estudios sobre la Campaña Nacional, me percaté de que en relación con la investigación de esa guerra no solo permanecían amplios territorios sin explorar, sino de que, aun entre los historiadores, circulaban enfoques y puntos de vista que no tenían asidero en la documentación conocida. Por esta razón, cuando en el año 2006 los colegas de la Escuela de Ciencias del Lenguaje del Instituto Tecnológico de Costa Rica me invitaron a impartir una conferencia sobre el conflicto de 1856-1857, preparé un material en el que traté de confrontar las ficciones elaboradas a partir de tal guerra con el conocimiento basado en fuentes históricas.[3]

			Como resultado de las experiencias referidas, una vez que el sesquicentenario de la Campaña Nacional favoreció nuevas publicaciones acerca de esa confrontación, no me fue difícil darme cuenta de que algunos de los libros publicados, con tal de exaltar la movilización de las fuerzas costarricenses contra los filibusteros y el papel jugado por figuras individuales (en particular, el liderazgo del presidente Juan Rafael Mora), incurrían en serias tergiversaciones de los hechos históricos. Además, constaté que aun historiadores profesionales deliberadamente dejaban de lado las evidencias históricas que no se adaptaban a un enfoque patriótico del conflicto de 1856-1857, y que había una tendencia definida a simplificar el contexto en que ocurrió dicha guerra, los intereses en juego de los distintos actores y sus resultados.

			*

			En respuesta a la situación antes indicada, publiqué ampliamente en los medios de comunicación colectiva con el propósito de contrastar las ficciones patrióticas de la Campaña Nacional con los resultados de las investigaciones históricas; además, participé en diversas actividades académicas y elaboré algunos artículos de fondo que circularon en revistas especializadas. Ahora, el presente libro recoge la mayor parte de esos materiales en versiones que han sido debidamente revisadas, corregidas y ampliadas. La actualización resultó indispensable porque los últimos estudios que publiqué fueron elaborados en el año 2007, por lo que no incorporaban las nuevas contribuciones dadas a conocer entre ese año y el presente.

			El capítulo primero es una síntesis de los importantes cambios económicos, políticos, sociales y culturales que Costa Rica experimentó entre 1821 y 1849, transformaciones que permitieron que el país estuviera mejor preparado para enfrentar la amenaza que supusieron los filibusteros. Dicho balance fue elaborado originalmente para un ciclo de conferencias sobre el contexto de la guerra de 1856-1857, organizado por la Municipalidad de Alajuela y realizado en el entonces Colegio Universitario de Alajuela (hoy Universidad Técnica Nacional). La primera versión de este capítulo circuló en un libro financiado por Plumsock Mesoamerican Studies, publicado en el 2008.[4]

			Los capítulos segundo, tercero y cuarto constituyen versiones significativamente reelaboradas, ampliadas y actualizadas de dos estudios publicados por la Revista de Historia de América, perteneciente al Instituto Panamericano de Geografía e Historia, y por la Editorial de la Universidad de Costa Rica. El primero consistió en una crítica sistemática de tres libros sobre la Campaña Nacional y la figura de Juan Rafael Mora publicados en el bienio 2006-2007, escritos por Armando Vargas, Juan Rafael Quesada y Raúl Arias Sánchez; y el segundo fue un balance de la producción histórica y literaria acerca de la guerra de 1856-1857 dada a conocer desde el siglo XIX. Ambos artículos, además, recuperaron los eventos principales de ese conflicto armado y las interpretaciones principales que han sido elaboradas al respecto.[5]

			Finalmente, el capítulo quinto integra una selección de artículos de periódico que analizaron, con algún detalle, temas específicos relacionados con la Campaña Nacional; en la presente edición, han sido incorporadas las fuentes utilizadas, que no se consignaron en las versiones periodísticas. A su vez, el capítulo sexto, publicado originalmente en la Revista de Filosofía de la Universidad de Costa Rica, ofrece un breve análisis del contexto en que surgió el concepto de Destino Manifiesto y de la composición social y cultural de los filibusteros, como parte de la presentación del testimonio de un impresor francés que se unió a las fuerzas de Walker en 1856 (el interesante relato respectivo figura como anexo de este libro).[6] La transcripción de este material y de todas las citas textuales conserva la ortografía original.

			*

			Agradezco el apoyo institucional del Centro de Investigación en Identidad y Cultura Latinoamericanas (CIICLA) de la Universidad de Costa Rica, y el respaldo de Raúl Aguilar, Francisco Enríquez, Margarita Vannini, Verónica Ríos, Marco Cabrera y David Díaz, quienes aportaron materiales y comentarios durante la preparación de las versiones iniciales y finales que conforman este libro. También reconozco el interés del profesor Juan Durán Luzio, la colaboración del personal de la Biblioteca Nacional y del Sistema de Bibliotecas, Información y Documentación (SIBDI) de la Universidad de Costa Rica, y la valiosa ayuda de mis asistentes de investigación: Daniel Pérez Salazar, Zaira Salazar Corrales y Daniel Bonilla Matamoros. Evidentemente, el único responsable de las omisiones y errores que esta obra contenga es el autor.

			
				
					[1] Molina Jiménez y Palmer, Héroes al gusto (la primera edición de este libro es de 1992).
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			Capítulo 1
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			Costa Rica antes de la Campaña Nacional

			El objetivo de este capítulo es examinar los cambios principales que experimentó Costa Rica entre 1821, cuando –con el resto de Centroamérica– se independizó de España, y 1849, año en el que Juan Rafael Mora ascendió a la presidencia de la república. La exposición está dividida en tres partes: en la primera, se considera el tránsito de la economía colonial al capitalismo agrario y el papel fundamental que el cultivo del café jugó en ese proceso; en la segunda, se analiza la centralización del poder político que fue la base del Estado; y en la tercera, se explora la transformación asociada con el crecimiento urbano, la diversificación de los patrones de consumo y la expansión de la cultura impresa.

			1. De la sociedad colonial a la capitalista

			La Costa Rica de finales del período colonial era una provincia pobre y marginal del imperio español, perteneciente al Reino de Guatemala. El grueso de la población –alrededor de unas 60 000 almas en 1821– residía en un pequeño espacio dentro del Valle Central (área que comprende apenas el 6,4 por ciento del territorio actual del país) y se dedicaba predominantemente a la agricultura y, en menor medida, a la crianza de animales y a la artesanía (véase el mapa 1). Las costas estaban poco habitadas, y la actividad económica giraba en torno al cultivo del cacao en el Caribe, particularmente en Matina, y a la ganadería extensiva en vastos territorios de lo que hoy en día son las provincias de Puntarenas y Guanacaste. Las fronteras norte y sur eran, a su vez, el asiento de comunidades indígenas que resistieron tenazmente los intentos por someterlas emprendidos por las autoridades de Cartago.[1]
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			Mapa 1. Poblaciones, puertos y caminos de Costa Rica (1750-1821)

			Fuente: Molina Jiménez, Costa Rica, p. 83.

			Los espacios periféricos, en el Pacífico y en el Caribe, constituían el epicentro de asentamientos en los que prevalecían indígenas, negros y mulatos; en contraste, en el Valle Central, predominaba una sociedad mestiza y blanca. La razón básica de esta diferencia obedecía a que, durante el proceso de conquista en el siglo XVI, las enfermedades traídas por los europeos y la explotación a que fueron sometidos los aborígenes condujeron a una verdadera catástrofe demográfica. La población autóctona se redujo de unas 400 000 a unas 10 000 personas entre 1492 y 1611,[2] caída que fue enfrentada por los españoles con la importación de esclavos de origen africano, algunos destinados al quehacer doméstico en sus casas de Cartago, y otros a laborar en sus haciendas de cacao en Matina, y de ganado en Guanacaste.

			La recuperación demográfica experimentada por los indígenas en el siglo XVIII y la traída de esclavos fueron, sin embargo, limitadas y rápidamente se vieron superadas, en términos cuantitativos, por la expansión de un campesinado blanco y mestizo que empezó a poblar las fértiles tierras del Valle Central.[3] La migración de tales familias del este al oeste condujo a que, en esta última área, se fundaran las actuales ciudades de Heredia (1706), San José (1736) y Alajuela (1782). El cultivo de productos comerciales, en especial la caña de azúcar y el tabaco, supuso que poco a poco Cartago, la capital colonial, dejara de ser el eje del crecimiento económico.

			El universo social que se configuró en el Valle Central, mucho más complejo que el de las áreas periféricas, se caracterizaba por un campesinado asentado en tierras comunales y propias (es decir, privadas), que tenía un acceso diferenciado no solo a las áreas de cultivo y de pastos, sino a la tecnología agrícola (arados, trapiches y molinos) y a la fuerza animal (ganado vacuno y caballar) y combinaba en diverso grado la agricultura de subsistencia con la comercial (caña de azúcar y tabaco). La experiencia de los artesanos especializados, ubicados en los pequeños espacios urbanos, era similar: entre los patronos, la riqueza se distribuía desigualmente, y por debajo de tal categoría, existían, en algunos oficios, sectores de oficiales y aprendices, y en otros, pequeños contingentes de trabajadores asalariados.

			Los productores agrícolas y artesanales, pese a sus diferencias, estaban sometidos a un grupo de mercaderes que, gracias a que controlaban el comercio exterior y el escaso metálico que circulaba en la época, fijaban las condiciones en que adquirían los excedentes del campo y la ciudad y en que colocaban los bienes importados (sobre todo textiles). El intercambio desigual –comprar barato y vender caro–, establecido entre tales individuos y sus inferiores sociales, se reproducía externamente, ya que los negociantes de Costa Rica se veían obligados a aceptar los términos que les imponían sus socios foráneos, ubicados principalmente en las plazas de Nicaragua y Panamá.

			El grupo de los comerciantes también era diverso, pero los más acaudalados se distinguían porque, además de dedicarse al tráfico de mercaderías, eran importantes propietarios territoriales en el Valle Central; poseían haciendas de cacao en el Caribe y de ganado en el Pacífico seco; ocupaban puestos civiles, militares o eclesiásticos; podían ser dueños de trapiches, molinos y barcos, y destacaban como prestamistas. Las diferencias que los separaban tendían a opacarse por la identidad mercantil que los unía y les proporcionaba una base estratégica para articularse colectivamente frente a los productores agrícolas y artesanales, sometidos al intercambio desigual.

			La acumulación de riqueza, en la Costa Rica de finales de la colonia, no dependía, por tanto, de la servidumbre o de la esclavitud de amplios sectores de la población, como ocurría en otras partes de América Latina. La explotación de campesinos y artesanos se basaba, en lo esencial, en su inserción subordinada al mercado, un proceso que era facilitado porque el intercambio desigual asumía la forma de una habilitación: los comerciantes adelantaban efectos importados (textiles, aunque también enseres y utensilios de trabajo) a los productores, y posteriormente estos últimos cancelaban la deuda en especie, con los excedentes de sus unidades familiares.

			La escasez de numerario obedecía a que, en su conjunto, Hispanoamérica tenía pocos productos de exportación, por lo que se veía obligada a compensar el déficit de su comercio con Europa con la salida sistemática de metales preciosos.[4] La carestía, que se extendía de México a Buenos Aires, provocó que en Costa Rica, desde 1709, corriera la moneda de cacao. La situación precedente apenas comenzó a variar a finales del siglo XVIII, cuando el auge tabacalero, la ampliación del intercambio con el resto de Centroamérica y Panamá y la remuneración a las autoridades españolas incrementaron la circulación del peso de plata.

			El crecimiento económico experimentado por Costa Rica en el siglo XVIII, en particular después de 1750, estuvo estrechamente vinculado con la expansión del cultivo del añil (utilizado como colorante por la industria europea) en algunas áreas de Guatemala y sobre todo de El Salvador.[5] El desplazamiento correspondiente de productos de subsistencia y pastos generó una demanda de víveres y carne. La exportación costarricense de comestibles tenía su principal mercado en Panamá, pero el alza en el precio del ganado en el norte de Centroamérica pronto fue aprovechada por los grandes hacendados del Pacífico seco para colocar las reses en el septentrión, proceso complementado por las ventas del tabaco cosechado en el Valle Central en el resto del istmo.

			El auge de finales del siglo XVIII fue insuficiente, sin embargo, para permitirle a Costa Rica una inserción sostenible en el mercado internacional. El cacao, cultivado en Matina, enfrentaba la competencia de áreas productoras más fuertes, como Guayaquil y Maracaibo; el tabaco era de mala calidad; la demanda de ganado dependía de los vaivenes del ciclo del añil; y la exportación de víveres a Panamá estaba lejos de ser sistemática y creciente. El período inmediatamente posterior a la independencia (15 de septiembre de 1821) no supuso una modificación significativa de la estructura del comercio exterior.

			La extracción de oro y plata, a partir de 1820, tuvo por epicentro los Montes del Aguacate y, pese a las expectativas, no deparó la riqueza abundante y fácil que se esperaba, aunque sí contribuyó a monetizar la economía y a convertir el espacio minero en un mercado de consumo para los víveres del Valle Central (en San José, además, se abrió una ceca provisional en 1824, que se consolidó en 1828).[6] El palo brasil, del cual se obtenía un tinte muy apreciado por los industriales europeos, crecía silvestre en las costas del Pacífico seco; su explotación, iniciada en la colonia, se intensificó a partir de 1827, y en 1833, supuso el 65 por ciento del valor de todo lo exportado por Puntarenas. El rápido agotamiento de las áreas más cercanas a la playa donde predominaba ese árbol condujo al declive de su comercio.

			El único producto que le permitió a Costa Rica consolidar su vinculación con el mercado internacional fue el café, cuyo cultivo, iniciado en la década de 1810, empezó a expandirse después de 1830 en pequeñas y medianas propiedades territoriales ubicadas en el Valle Central, especialmente en las cercanías de San José. La exportación a Europa, primero mediante el puerto de Valparaíso en Chile y luego también de manera directa desde Puntarenas, tomó auge en el decenio de 1840: entre este año y 1848, el volumen del grano de oro enviado a las plazas europeas (principalmente a Gran Bretaña) ascendió de 8341 a 96 544 quintales.

			El proceso expuesto tuvo por base el crédito sistemático que, año tras año, casas consignatarias británicas otorgaban a los grandes exportadores costarricenses, quienes lo distribuían, a su vez, entre los pequeños y medianos caficultores para financiar la cosecha. Los productores, que debían hipotecar alguna de sus propiedades para asegurar el préstamo, posteriormente cancelaban sus deudas con café a sus acreedores locales, y estos procedían de forma similar con sus socios externos. El viejo sistema de habilitaciones, con intercambio desigual incluido, se convirtió, por tanto, en el eje operativo de la nueva actividad económica.

			El café, en tanto cultivo perenne que exigía una elevada inversión (era necesario esperar de 3 a 5 años para lograr la primera cosecha) y que obligaba a los productores a procurarse crédito que debía ser afianzado mediante el gravamen parcial o total de alguna propiedad territorial, no podía basar su expansión en tierras comunales. El efecto de tal condicionamiento fue estimular una creciente privatización del suelo, que condujo a que el precio de los terrenos –sobre todo de los que se localizaban en torno a San José– se elevara cada vez más y a que el llamado grano de oro empezara a desplazar las siembras de víveres y el pasto.

			La tendencia a reducir la tierra a dominio particular fue impugnada, por vías legales, por las capas más pobres del campesinado, que dependían fuertemente de los terrenos comunales para sus cultivos y para extraer leña, madera y otros materiales similares. La resistencia, aunque no logró detener el proceso, sí consiguió que las condiciones en que se efectuaría la privatización, en algunos casos, se flexibilizaran. El margen abierto por esta opción fue insuficiente, sin embargo, para evitar que en el Valle Central se ampliara un sector de jornaleros que solía combinar la atención de diminutas parcelas propias con el trabajo en fincas ajenas.

			El alza en el precio de la tierra en las cercanías de las principales poblaciones del Valle Central y el interés de las familias de pequeños y medianos productores agrícolas por no subdividir excesivamente las fincas a la muerte de los padres (dado el sistema igualitario de herencia), estimularon una constante emigración rural, que se dirigió, predominantemente, al oeste de Alajuela y originó las villas de Atenas (1836), San Ramón (1854), Grecia (1856), Naranjo (1865) y Palmares (1866).[7] La colonización agrícola condujo también a que sectores de campesinos blancos y mestizos, apoyados por el Estado, se apropiaran de las tierras de diversas comunidades indígenas (Barva, La Unión, Pacaca, Curridabat, Aserrí, Quircot, Tobosí, Cot y Orosi), cuyos miembros optaron por “enmontañarse” para evitar el contacto con los “ladinos” y proteger su cultura.

			El desplazamiento de los cultivos de granos y de pastos en las áreas dominadas por el café estimuló el crecimiento del mercado interno, ya que la demanda de tales productos comenzó a ser satisfecha por los nuevos asentamientos localizados al oeste del Valle Central. El cambio más significativo en este proceso fue la reorientación del comercio ganadero, el cual, a partir de la década de 1840, dejó de dirigirse al norte de Centroamérica para abastecer la plaza de Alajuela, en la que los precios eran más altos.[8] La tendencia, que se profundizó después de 1850, consolidó la integración del Pacífico seco a una economía nacional todavía incipiente, pero cada vez más dinámica.

			El lucrativo negocio cafetalero, que convirtió un mundo rural basado en tierras comunales en un universo de pequeños y medianos productores agrícolas con un acceso desigual a la propiedad privada del suelo, también transformó a los mercaderes, que prontamente empezaron a invertir en el nuevo cultivo. El perfil que adquirieron como grandes caficultores fortaleció el dominio que ya tenían sobre el comercio exterior y el crédito. La estratégica posición que lograron fue consolidada, desde finales de la década de 1830, por la construcción de beneficios húmedos, lo que les permitía procesar el café en fruta de sus propias haciendas y de las fincas ajenas a cuyos dueños les financiaban las cosechas anualmente.

			Las diversas fases de la actividad cafetalera generaron una demanda creciente de mano de obra asalariada, que tendía a agudizarse en la época de la cosecha (de noviembre a abril), cuando familias enteras, mujeres y niños inclusive, se dedicaban a recolectar el grano. La fuerte demanda de fuerza de trabajo, en un contexto de escasa población (alrededor de unas 100 000 personas en 1848) y de amplias opciones para la colonización agrícola campesina, elevaron sistemáticamente los salarios nominales: entre 1830 y 1850, el sueldo de un peón josefino pasó de 3 a 12 pesos mensuales, un indicador de que aún los más pobres, al disponer de un mayor poder de compra, incrementaron su inserción en el mercado.[9]

			La privatización de la tierra y la mercantilización de la mano de obra, dos procesos básicos para expandir la actividad cafetalera, convirtieron a tal sector de la economía en el eje del capitalismo agrario del país. La fuerte dependencia de un solo producto, que a partir de la década de 1840 concentró más del 90 por ciento del valor de las exportaciones, provocó que Costa Rica fuera sumamente vulnerable a las variaciones del precio internacional del grano de oro. La caída de la cotización entre 1848 y 1849, efecto de la crisis europea de 1847-1848, golpeó fuertemente a pequeños y medianos productores, algunos de los cuales vieron rematadas las propiedades que habían hipotecado por no poder cumplir con los compromisos adquiridos con sus acreedores.[10] La experiencia, sin precedente por su escala y profundamente traumática, volvería a repetirse en el decenio de 1850.

			2. De provincia a república

			Las últimas décadas coloniales fueron el escenario en que se fortaleció una diferenciación clave entre Cartago, la capital colonial, y las villas establecidas en el oeste del Valle Central, al convertirse estas últimas en el eje del crecimiento demográfico y económico.[11] El proceso fue consolidado porque las autoridades españolas, que tenían bajo su control la producción de tabaco (el cultivo comercial más lucrativo de la época), limitaron su siembra a las áreas alrededor de San José. La ventaja precedente contribuyó a un liderazgo josefino que no tardaría en beneficiarse también de la expansión inicial del café y del asentamiento en su casco urbano de varias decenas de comerciantes foráneos, oriundos de otras partes de América y Europa.

			El contraste entre el poder político, concentrado en el este del Valle Central, y el crecimiento económico, que caracterizaba al oeste, fue agudizado por otro proceso adicional: en tanto los comerciantes de Cartago y Heredia estaban más vinculados con las plazas de Guatemala y Nicaragua, los de San José y Alajuela preferían tratar con los mayoristas de Panamá. Los cartagineses y heredianos, además, tendían a controlar los puestos civiles, militares y eclesiásticos y poseían fuertes intereses territoriales en el Pacífico seco. Los josefinos y alajuelenses, en cambio, tenían menos que perder en caso de que el orden colonial colapsara, y se identificaban con el ideario ilustrado.

			La Constitución de Cádiz, aprobada en 1812, abolida en 1814 y restaurada en 1820, contribuyó a aliviar la tensión al conferirles a San José, Heredia y Alajuela el derecho de contar con ayuntamientos propios (Cartago gozó de este privilegio desde su fundación en el siglo XVI). La medida, aparte de permitirles administrar con bastante autonomía sus asuntos particulares, les facilitaba contrarrestar el poder del gobernador español, asentado en suelo cartaginés. La independencia reveló el enorme peligro implicado en esta tendencia: tras desaparecer en 1821 el poder central, representado por las autoridades españolas, en Costa Rica prevaleció una soberanía fragmentada.

			La respuesta inicial de las jerarquías locales de poder ante la fragmentación política fue establecer una Junta Superior Gubernativa, integrada por representantes de las cuatro poblaciones principales, entre las cuales la capitalidad rotaría cada tres meses. El arreglo precedente duró poco tiempo, ya que a finales de marzo de 1823, los cartagineses, partidarios de anexarse al imperio mexicano de Agustín de Iturbide, tomaron el cuartel de Cartago y fueron apoyados por los heredianos. El enfrentamiento posterior (la primera guerra civil), ganado por milicianos josefinos y alajuelenses al mando de Gregorio José Ramírez, permitió restablecer el orden previo con un cambio decisivo: en adelante, San José sería la capital costarricense.

			La integración de Costa Rica a las Provincias Unidas de Centroamérica en 1824 supuso un nuevo sistema político, compuesto por un jefe de estado, un congreso y una corte de justicia. El primero en dirigir el Poder Ejecutivo fue Juan Mora Fernández, quien se mantuvo en el puesto hasta 1833: durante este período, la paz interna solo fue interrumpida por el fracasado intento del español José Zamora por apoderarse del cuartel de Alajuela en enero de 1826. La estabilidad, sin embargo, disimulaba un malestar creciente de las cúpulas de poder alajuelenses, heredianas y cartaginesas por la ventaja que la condición de capital le daba a San José.

			El localismo condujo a que en 1834 se aprobara la llamada Ley de la Ambulancia, según la cual las principales autoridades debían residir, durante cuatro años, en cada una de las ciudades principales del Valle Central. El ascenso de Braulio Carrillo a la jefatura del Estado coincidió con una nueva medida que fijó la capital en San José, contra la cual se levantaron en armas Cartago, Heredia y Alajuela en septiembre de 1835. La segunda guerra civil (conocida como de la Liga), que estalló a mediados de octubre, fue ganada por los josefinos; sin embargo, el localismo no desapareció: todavía entre 1847 y 1848, hubo revueltas de los alajuelenses contra el predominio político de San José.

			La dictadura de Carrillo, iniciada en 1838, impulsó decisivamente el avance del capitalismo agrario; pero generó una creciente oposición que, en su afán por derribar al régimen, se alió con el político y militar hondureño, Francisco Morazán. El éxito del plan llevó a que este último asumiera el Poder Ejecutivo en julio de 1842, lo cual aprovechó para utilizar a Costa Rica como base para tratar de reconstruir la Federación Centroamericana. El profundo malestar que provocó esta política, que suponía mayores impuestos y conscripciones forzosas, originó en septiembre un levantamiento popular en Alajuela y San José que culminó con el fusilamiento del nuevo jefe de estado.

			Los conflictos internos costarricenses fueron pocos y de corta duración, en contraste con las largas y sangrientas guerras civiles que desgarraron al resto de Centroamérica. La inestabilidad en los otros países del istmo condujo a que las autoridades decretaran en 1829 la Ley Aprilia (cuya vigencia expiró en 1831), mediante la cual Costa Rica se separó provisionalmente de la Federación; y a que casi diez años después, en noviembre de 1838, se declarara que el Estado asumía plenamente su soberanía. El proceso de separación –interrumpido por la breve experiencia de Morazán– culminó en agosto de 1848, cuando el Congreso declaró que en adelante el país sería una república soberana e independiente.

			La resistencia a involucrarse en los conflictos federales facilitó que Costa Rica, en las tres décadas posteriores a la independencia, superara el localismo, estableciera un poder central, organizara un Estado y consolidara la integridad de su territorio. La anexión del Partido de Nicoya –una jurisdicción aparte durante la época colonial–, en julio de 1824, aseguró el dominio costarricense sobre el Pacífico seco; y la decisión de Carrillo, en 1841, de no volver a “entregarle regalos” a los denominados zambos mosquitos, que desde 1779 visitaban Matina todos los años con el fin de recoger ese virtual tributo, afirmó la soberanía costarricense en el Caribe.

			El principal fracaso en el proceso de consolidación territorial fue la pérdida de Bocas del Toro y de sus islas, apropiadas por Colombia en 1836. La anexión del Partido de Nicoya, a su vez, se convirtió en una fuente de conflictos con los nicaragüenses, lo cual condujo, en el año ya indicado, a una infructuosa invasión de Guanacaste, en la que participaron algunos costarricenses desterrados tras la Guerra de la Liga, dirigidos por Manuel Quijano. El apoyo que varios políticos y hacendados de Nicaragua dieron a esta aventura militar fue motivado por la expectativa de que, si el movimiento tenía éxito, todo el departamento de Guanacaste podría ser incorporado a ese país.[12]

			El río San Juan, el cual se consideraba que podía servir de base para la construcción de un canal entre el Caribe y el Pacífico, fue otro eje de confrontación en las relaciones entre Nicaragua y Costa Rica, un proceso agudizado por la competencia entre Estados Unidos, aliado con los nicaragüenses, y Gran Bretaña, que apoyaba a los costarricenses. La creciente tensión (que solo menguó tras la firma del Tratado Clayton-Bulwer en 1850, mediante el cual Washington y Londres renunciaron a tener un control exclusivo sobre la eventual vía interoceánica) llevó a que José María Castro Madriz, el último jefe de estado y el primer presidente (1847-1849), a menos de un mes de haber sido declarada la república, considerara convertirla en una protectorado británico, gestión que no tuvo éxito.[13]

			La solicitud de protectorado evidencia que, pese a que los políticos e intelectuales del período posterior a 1821 empezaron a enfatizar las diferencias que separaban a Costa Rica del resto de Centroamérica –en particular, la paz y la prosperidad vinculada con la expansión del café–,[14] todavía dudaban de que el país, por su tamaño y escasa población, pudiese ser una nación viable (por tal razón, tampoco abandonaron del todo la esperanza de lograr una nueva unión centroamericana). La persistencia del localismo, a su vez, dificultaba la configuración de una identidad nacional, lo cual se patentizó en que la fiesta de la independencia no fue plenamente secularizada ni celebrada de manera sistemática durante las décadas de 1830 y 1840.[15]

			El carácter protonacional de las formas de identidad que caracterizaron a la Costa Rica del período 1821-1849 fue reforzado porque, en esos decenios, se pasó de un régimen de ciudadanía masculina amplio a uno cada vez más restringido.[16] La Constitución de Cádiz estableció un sistema electoral de tres grados: los ciudadanos escogían electores de parroquia que, a su vez, seleccionaban a los de partido –provincia o departamento–, y estos últimos designaban a las autoridades. La gradación expuesta operaba, sin duda, en favor de los vecinos principales de cada jurisdicción; pero no se establecieron requisitos económicos (un determinado nivel de ingreso o de fortuna) o culturales (ser alfabeto) para participar en todo el proceso.

			La Ley Fundamental del Estado Libre de Costa Rica dispuso, en 1825, que para ser elector de segundo o tercer grado, se debía poseer una propiedad cuyo valor no fuera inferior a 100 pesos. La dictadura de Carrillo, en 1841, fue mucho más lejos, al exigirle a los secundarios una fortuna propia, fuera de la vivienda, de 200 pesos, y a los terciarios, un caudal mínimo de 1000 pesos. La tendencia a elevar los requisitos económicos para los electores no afectó, sin embargo, a los ciudadanos, pues lo único que se estipuló para quienes sufragaban en la primera vuelta fue poseer un patrimonio o ejercer un oficio que les permitiera mantenerse en proporción a su condición social.[17]

			El sistema electoral fue modificado completamente por la Constitución de 1844, que eliminó el sistema de tres grados y estableció el voto directo, un cambio que, a la vez, limitó el derecho del sufragio a los varones mayores de 25 años, casados, viudos o cabezas de familia (o solteros que hubieran servido honoríficamente un cargo público) y dueños de una propiedad territorial cuyo valor no bajase de 200 pesos. La reforma indicada fue, por tanto, la primera que restringió el régimen de ciudadanía: en los comicios presidenciales de junio del año antes referido, los votantes supusieron alrededor de un 25 por ciento de todos los costarricenses adultos.[18]

			La Constitución de 1847 restableció el sistema electoral de grados, pero compuesto únicamente por dos vueltas: en la primera, los ciudadanos votaban por electores, y en la segunda estos últimos escogían a las autoridades (tal arreglo institucional se mantuvo vigente hasta 1913). El requisito económico para los primeros fue eliminado, puesto que solo se les exigía ahora tener 20 años (o 18 si eran casados o profesores de alguna ciencia) y poseer un patrimonio o una ocupación que les permitiera sostenerse acorde con su posición social; en contraste, los segundos debían contar con 23 años, saber leer y escribir, ser cabezas de familia y disponer de una propiedad valorada en 500 pesos.

			La conversión de Costa Rica en república supuso nuevas modificaciones. La Constitución de 1848 volvió a reforzar las restricciones, al disponer que para ser ciudadano era preciso haber cumplido 21 años y poseer un patrimonio por valor de 300 pesos o un ingreso anual de 150 pesos. Los electores, a su vez, debían tener 25 años como mínimo y un caudal no inferior a 1000 pesos, además de saber leer y escribir y estar casados. El nuevo modelo político, que tendía decisivamente a la exclusión electoral, caracterizó los gobiernos de Juan Rafael Mora, uno de los principales cafetaleros del país, que ascendió a la presidencia en 1849.

			La ironía de que la misma Constitución que declaró a Costa Rica república libre y soberana supusiera la pérdida de la ciudadanía para un vasto sector de los costarricenses adultos y a otro tanto lo despojara de la posibilidad de ser elector de segundo grado, evidencia que, en las primeras tres décadas de vida independiente, el sistema electoral no logró constituirse en una vía para la integración social y cultural. La tendencia a la exclusión, en contraste, patentizaba que, más allá de los localismos y de las diferencias legadas por la época colonial, en el Valle Central empezaban a configurarse nuevas tensiones y conflictos, vinculados con la expansión del café y el ascenso del capitalismo agrario.

			3. Cultura compartida y secularización

			La concentración de más del 80 por ciento de la población de Costa Rica en una pequeña área del Valle Central, el predominio étnico de los mestizos y el decisivo peso de la producción campesina, facilitaron que, a finales del período colonial, se configurara una cultura –desigualmente– compartida por los distintos sectores sociales, de fuerte raíz católica, rural y local (esto último reforzado por el énfasis dado por la Constitución de Cádiz a los ayuntamientos).[19] La polarizada diferenciación entre indígenas y españoles que caracterizaba a las otras provincias del istmo, en particular a Guatemala, fue extraña a la sociedad que se extendía de los contornos de Cartago a los de Alajuela.

			Las manifestaciones de esa cultura compartida fueron diversas: en cuanto a las prácticas, un proceso clave fue la extensión del matrimonio, que supuso, a la vez, un descenso en la proporción de descendientes ilegítimos. El alza en la nupcialidad, asociada con la preservación del honor familiar, el control masculino sobre la sexualidad femenina y el peso creciente de la Iglesia (y después de 1821, también del Estado) en la vida cotidiana, expresaba, además, el papel estratégico que los enlaces jugaban en el mundo popular –especialmente en el de los campesinos– para garantizar la transmisión del patrimonio, sobre todo de la tierra, de padres a hijos.[20]

			El culto a los santos fue otra dimensión en que confluyeron la cultura material y las creencias de familias de distinta condición social: en las amplias viviendas de los acaudalados comerciantes, la santidad se exhibía en figuras de oro y plata o en cuadros cuyos marcos eran de esos metales, a veces con incrustaciones de piedras preciosas; en contraste, en las humildes casas de campesinos y artesanos, las imágenes se refugiaban en modestas estampas de papel. El valor de esos objetos, ciertamente, separaba a unos de otros; pero, pese a la importancia de tal diferencia, lo fundamental es constatar que la iconografía venerada era la misma.

			La experiencia, en cuanto a la cultura impresa, era similar. Las familias más acaudaladas tenían bibliotecas amplias y diversas, y no eran excepcionales las obras con cubiertas que contenían oro, plata y piedras preciosas. El acceso a libros y folletos, en el mundo popular, era ciertamente muy limitado; no obstante, comerciantes, campesinos y artesanos compartían un repertorio de títulos devotos, en el cual destacaban breviarios, catecismos y novenas. El énfasis piadoso era visible también en las actitudes ante la muerte: en los testamentos de mercaderes y de pequeños y medianos productores agrícolas y artesanales, se detecta un patrón común, que comprendía los santos que invocaban, el hábito que escogían para servirles de mortaja (usualmente el de San Francisco) y el número de misas que debían ser celebradas por la salvación de su alma.

			La concepción del tiempo, en este universo predominantemente rural y católico, dependía en extremo de los ciclos agrícolas y el calendario religioso, cuya rutina únicamente era interrumpida por eventos naturales (terremotos, inundaciones, plagas que afectaban los cultivos y epidemias) y por las fiestas sagradas y profanas (ascenso de un nuevo rey). La participación en estos últimos eventos era, de nuevo, diferenciada, con las autoridades civiles, militares, eclesiásticas y las familias principales de cada población al frente del escenario; pero los sectores populares asistían ampliamente, y en ocasiones podían tener papeles protagónicos, como ocurría en las festividades escandalosas de la Cofradía de los Ángeles en Cartago.[21]

			La desigualdad en esta cultura compartida se expresaba, ciertamente, en la diferenciación étnica; pero sobre todo en un consumo diferenciado. La primera, sin embargo, tendió a perder importancia por los fuertes procesos de asimilación que caracterizaron al Valle Central desde el siglo XVIII, que condujeron a que las personas de ascendencia africana fueran absorbidas por una sociedad mayoritariamente mestiza.[22] El proceso precedente fue reforzado por la escasa población indígena asentada en los alrededores de Cartago, San José y Heredia, cuyas tierras, ya a finales de la colonia, empezaron a ser asediadas por el campesinado “ladino”.[23]

			El acceso desigual a los bienes materiales y culturales se convirtió, en contraste, en una de las bases de la distinción entre los diversos sectores sociales del Valle Central: al igual que la apropiación del excedente no tuvo por fundamento coacciones extraeconómicas, sino una privilegiada posición en la relación con el mercado, la diferenciación entre comerciantes, campesinos y artesanos se expresaba, entre otros indicadores, en el tamaño de sus casas, el mobiliario de que disponían y el vestuario que usaban.[24] La capacidad de leer y escribir, una mayor y mejor educación y el dominio de los principales puestos de autoridad (eclesiástica, civil y militar) completaban los recursos con que contaban los mercaderes para afirmar su supremacía.

			La inexistencia de círculos de profesionales e intelectuales especializados (como abogados y médicos), de imprentas y periódicos, y de gremios, academias, consulados, logias y clubes, supuso que la diferenciación cultural no se institucionalizara y permaneciera asentada sobre bases esencialmente familiares y comunales, predominantemente de origen rural. El efecto principal de esta tendencia, en una sociedad de escasa población, concentrada en un espacio geográfico muy pequeño y donde el grueso de los habitantes eran libres y tendían a asimilarse étnica y culturalmente, fue favorecer la proximidad entre los distintos sectores sociales.

			El control social, en tales circunstancias, no fue monopolizado por las autoridades civiles, militares y eclesiásticas, sino que mantuvo un fuerte componente familiar y comunal, en el que la edad y el género jugaban a favor de la posición de los varones cabezas de familia. Las comunidades campesinas que, entre 1750 y 1821, se organizaron para comprar amplias extensiones de tierra y acordar normas para su explotación, jugaban además un papel clave en regular el comportamiento de sus miembros, incluida la vida doméstica. La ley, en esta época, todavía le pertenecía a los vecinos, quienes podían formularla y aplicarla.[25]

			La potestad de autogobernarse que tenían esas comunidades contribuye a explicar que, ya desde finales de la colonia, los conflictos individuales o colectivos fueran canalizados predominantemente por vías legales. El éxito en la gestión judicial estaba condicionada, sin duda, por la posición social de las partes involucradas; sin embargo, que amplios sectores de la población estuvieran dispuestos a valerse de la ley para reivindicar o defender derechos e intereses evidencia, otra vez, cuán importante era la cultura –desigualmente– compartida que se configuró en el Valle Central en el período 1750-1821. La tendencia a encauzar institucionalmente la confrontación facilita comprender por qué Costa Rica escapó a la anarquía en que sucumbió el resto de Centroamérica.

			La sociedad asentada en el Valle Central empezó a experimentar cambios importantes en su cultura ya en la década de 1820, cuando el ciclo minero estimuló la llegada de un pequeño –pero cualitativamente significativo– contingente de negociantes foráneos, muchos de los cuales luego se integraron, mediante matrimonio, a las familias más acaudaladas de las principales poblaciones de la época. Los inmigrantes, que tenían mayor experiencia, conocimientos actualizados, valiosos contactos en el exterior y visiones de mundo y patrones de consumo más seculares contribuyeron a la difusión de una nueva organización empresarial: la compañía (antes de 1821 predominaba el comerciante individual). La innovación tecnológica en la esfera propiamente productiva fue otro de sus aportes: el catalán Buenaventura Espinach fue el primero en construir un beneficio húmedo para procesar café en el Cartago de 1838.[26]

			La expansión cafetalera, además de reforzar la inmigración precedente, facilitó que con los ingresos deparados por la exportación del grano de oro, Costa Rica ampliara y diversificara sus importaciones. El resultado de este proceso fue una transformación en el consumo, en cuyo curso la distinción comenzó a asociarse con la adquisición de productos foráneos, especialmente europeos.[27] El desigual acceso a tales mercancías consolidó una diferenciación decisiva entre los consumidores populares, cuyo poder de compra era muy limitado, y los sectores más acomodados, que podían permitirse viandas, licores, muebles, textiles, libros, enseres y otros artículos de elevados precios y variada procedencia.

			La europeización de los patrones de consumo estuvo estrechamente asociada con el crecimiento de las principales ciudades del Valle Central y, en particular, de San José. Las familias de condición media y acomodadas, además de consumir los productos importados, se convirtieron en el blanco de toda una oferta de nuevos servicios, ofrecidos por abogados, médicos, maestros de idiomas, de música y de baile, dueños de caballerizas y de restaurantes, empresarios teatrales y artesanos especializados. La apertura de los locales correspondientes pronto empezó a modificar un paisaje urbano todavía dominado por las construcciones de una sola planta.

			La promoción de los nuevos productos y servicios se basó en una temprana publicidad, vinculada con la introducción al país de la primera imprenta (1830). La actividad tipográfica experimentó una importante expansión entre ese año y 1849, cuando fueron publicados 108 libros y folletos, 17 periódicos y un número todavía no determinado de volantes y de obritas pequeñas y baratas, en su mayoría de carácter devoto.[28] La demanda que originó este auge provino del Estado, del incipiente aparato educativo, del interés de los círculos políticos de la época por justificar su proceder o descalificar el de sus adversarios y de los esfuerzos cada vez más sistemáticos de comerciantes, profesionales, artesanos y otros por anunciar los servicios que ofrecían o los productos que tenían a la venta.

			Los cambios en los patrones de consumo y la europeización en los gustos de los sectores acomodados –en particular los urbanos–, se aunaron con una secularización creciente, que se manifestó en diversiones, festividades y concepciones del tiempo y del mundo cada vez más profanas. El proceso dejó su impronta en la cultura material de la burguesía cafetalera josefina, que tempranamente comenzó a interesarse por las representaciones escénicas y la música laica, por tener acceso a las obras de los autores europeos más conocidos (Adam Smith, Jeremy Bentham, Walter Scott, Eugenio Sue y Lord Byron, entre otros) y por combinar la iconografía religiosa de sus viviendas con imágenes de figuras como George Washington.

			El espacio perdido por la Iglesia en lo social y lo cultural, debido a los cambios expuestos, tuvo también una dimensión económica e institucional. La primera fue producto del remate de los bienes de las obras pías, compuestos por vastas extensiones territoriales y considerables hatos ganaderos, que se concentró en las décadas de 1800, 1830 y 1840. La subasta permitió que un valioso patrimonio perteneciente a cofradías y capellanías fuera privatizado en beneficio, sobre todo, de los comerciantes y del Estado español antes de 1821, y de los cafetaleros y de las municipalidades después del año indicado.[29]

			La falta de oposición de la Iglesia al remate se explica por dos razones básicas: entre las personas que se aprovecharon del remate, figuraban varios sacerdotes; y después de la independencia, Costa Rica quedó adscrita a la diócesis de Nicaragua, una dependencia que solo desapareció en 1850, cuando el gobierno de Juan Rafael Mora postuló a Anselmo Llorente y Lafuente como primer obispo del país (el Concordato con el Vaticano fue firmado en 1852).[30] El aparato eclesiástico costarricense, falto de una apropiada estructuración jerárquica en las tres décadas posteriores a 1821, fue incapaz de resistir la privatización de los bienes de las obras pías y de oponerse a una temprana y creciente influencia del Estado en la esfera doméstica.

			El Código general de la República de Costa Rica (1841), emitido por la dictadura de Carrillo, mantuvo el derecho exclusivo de la Iglesia para resolver solicitudes de divorcio eclesiástico; a la vez, sin embargo, autorizó a los tribunales civiles, que tendían a expandirse por todo el territorio, para conocer situaciones de estupro e incesto, delitos contra el honor, disputas conyugales y otras afines.[31] La tendencia anterior, que profundizó el patrón de canalizar por vías legales los conflictos, condujo también a que, en un contexto de creciente privatización de la tierra y de agudizada diferenciación social, las comunidades campesinas empezaran a perder la potestad de darse su propia legislación y aplicarla.

			La rápida expansión del aparato judicial no era casual: una temprana tensión cultural pronto comenzó a perfilarse entre los sectores acomodados urbanos y rurales (en particular la burguesía cafetalera), que tendían a la europeización y a la secularización de sus visiones de mundo, y el grueso de campesinos y artesanos. Las identidades populares, de base colonial y religiosa, se distanciaban de los nuevos valores asociados con el ascenso del capitalismo agrario: entre otros, una disciplina laboral más estricta, el énfasis en lo privado y lo individual a costa de lo comunal y la mercantilización de diversas dimensiones de la vida cotidiana.

			Las quejas de los patronos por la indisciplina y los robos de sus trabajadores no tardaron en evidenciarse en la prensa de la época, por lo que el Estado rápidamente respondió con un esfuerzo sistemático por “moralizar” a los sectores populares, el cual fue apoyado por los eclesiásticos y por las familias más pudientes de los barrios de trabajadores en las ciudades, y de las comunidades campesinas en las áreas rurales. La creciente tensión cultural, que se prolongó durante la segunda mitad del siglo XIX, fue brevemente puesta a un lado por la sociedad entre 1856 y 1857, cuando el Poder Ejecutivo y la Iglesia católica movilizaron a los costarricenses para enfrentar la amenaza que suponía el predominio alcanzado por el mercenario estadounidense, William Walker, en Nicaragua.

			Conclusión

			El legado colonial del Valle Central, que suponía una estructura social en la que los pequeños y medianos productores –urbanos y rurales– tenían un peso importante, una cultura (desigualmente) compartida y una tendencia a canalizar legalmente los conflictos, se convirtió en la base de la experiencia nacional costarricense. Las transformaciones experimentadas por el país después de 1821 fueron rápidas y profundas; sin embargo, la sociedad en su conjunto logró responder a los cambios con bastante éxito. Los nuevos procesos de diferenciación y de confrontación fomentados por el capitalismo agrario, cuyo eje fue la expansión del café, no condujeron a levantamientos populares (con excepción parcial del ocurrido contra Morazán) ni a largas guerras civiles.

			La principal crisis, por su impacto y duración, que Costa Rica experimentó entre 1821 y 1849, fue la caída de los precios del café a finales de la década de 1840, que coincidió con la agudizada competencia entre Estados Unidos y Gran Bretaña en torno al control de un eventual canal interoceánico por el río San Juan; con la considerable restricción de la ciudadanía dispuesta en la Constitución de 1848; y con las tensiones vinculadas con la creciente diferenciación cultural entre los costarricenses. La cotización del grano de oro se recuperó con rapidez, pero la exclusión política se prolongó durante casi todo el decenio de 1850, al tiempo que la secularización social se profundizaba.

			El ascenso de Juan Rafael Mora al Poder Ejecutivo en 1849 implicó que el Estado empezara a ser administrado, de manera directa, por las poderosas familias cafetaleras de San José. El descontento que generó este tipo de gestión de los asuntos públicos –en una época en que la separación entre lo público y lo privado ya había comenzado a delinearse– pronto se combinó con una inesperada amenaza a la integridad territorial de Costa Rica procedente de Nicaragua. La guerra emprendida en 1856 contra Walker en breve conduciría al país a una nueva crisis económica, a una catástrofe demográfica sin precedente y a un conflicto político que culminó con el fusilamiento, en septiembre de 1860, del presidente que lideró la lucha contra los filibusteros.
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